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Colombia – Comunidad  
de Tabaco, Guajira

La recuperación 
del territorio y 
la exigibilidad 
de derechos: 

Acompañamiento 
jurídico a la lucha 

comunitaria

Corporación Colectivo de 
Abogados José Alvear  
Restrepo - CCAJAR

El desarrollo de un modelo global, en el 
que las estrategias en torno a la explotación 
de recursos naturales no renovables para la 
producción de energía, se especializan y di-
seminan por todo el mundo, generando im-
pactos negativos individuales y colectivos, 
sociales y culturales, en muchos pueblos y 
comunidades, vuelve necesario examinar 
los aprendizajes obtenidos de estas expe-
riencias.  Revisión que debe hacerse desde 
una perspectiva integral, involucrando en su 
análisis la exigibilidad de los derechos, des-
de dimensiones sociales, políticas, culturales, 
pedagógicas y jurídicas, tanto en los ámbitos 
locales como nacionales e internacionales.

Igualmente, las respuestas de la justicia 
formal, ante las problemáticas planteadas 
por los ciudadanos en estos contextos, per-
miten registrar la fortaleza o debilidad del 
Estado de Derecho1, y de su rol de garante 
de los derechos humanos.

La experiencia de acompañamiento ju-
rídico de la Corporación Colectivo de Abo-
gados José Alvear Restrepo2 (CCAJAR) a la 

1 Por Estado social de derecho se entiende el rol que el 
Estado tiene como garante de la realización efectiva de los 
principios de dignidad humana e igualdad de oportunida-
des, para lo cual establece un orden social y económico, en 
concordancia con estas responsabilidades. Es importante 
mencionar que la Carta Constitucional colombiana declara, 
en su Artículo 1, que Colombia responde a este tipo de Es-
tado; aunque, en la práctica, esto no ocurra. 

2 En adelante CCAJAR. 
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comunidad de Tabaco, en su lucha por la re-
cuperación de su territorio y la exigibilidad 
de sus derechos, es emblemática, dada la 
complejidad del entramado social, estatal y 
empresarial que la define, así como por la 
diversidad de mecanismos que han sido uti-
lizados en contra de las comunidades, para 
que abandonen su territorio y sus derechos.  
Este proceso de acompañamiento ha impli-
cado el diseño de planes de trabajo, y en su 
desarrollo, esfuerzos de diversos actores, 
con resultados que han proporcionado sa-
tisfacciones, en algunos casos, y en otros, 
frustraciones.  Este camino aún continúa.

Gran parte de la representatividad e im-
portancia del caso se debe a los anteceden-
tes de la lucha integral contra la impunidad 
de los crímenes de los que fueron víctimas 
los pobladores de Tabaco3.  Esto, a su vez, ha 
servido como referente de otros procesos 
de organización, frente al desarrollo del mo-
delo de extracción industrial de los recursos 
naturales.

Este documento resume, en particular, 
la sistematización4 de esta experiencia de 
acompañamiento jurídico, la cual demandó 
hacer un alto en el camino, para desarrollar 
una evaluación sincera y sin ánimos eficien-
tistas, sobre las características, potenciali-
dades y limitaciones del acompañamiento, 
frente al modelo dominante de extracción 
de minerales y producción de energía.

Algunas de las reflexiones más significati-

vas de este proceso señalaron la importan-
cia de tener en cuenta los principios éticos, 
en el acompañamiento a una comunidad, en 
particular: las expectativas generadas y las 
posibilidades objetivas de éxito en el plano 
jurídico; el análisis interdisciplinario sobre las 
causas de la problemática y las coyunturas 
jurídicas, políticas o sociales, para redefinir 
las estrategias y acciones de resistencia; la 
coordinación permanente con las comuni-
dades en la formulación de las mismas; la 
documentación de los daños materiales e in-
materiales generados por la violación de los 
derechos, y la atribución de responsabilida-
des, tanto del Estado como de las empresas, 
como presupuestos para la reparación inte-
gral; la comprensión del funcionamiento y la 
lógica de desarrollo del modelo extractivista; 
la promoción de los saberes ancestrales de 
sujetos y comunidades, con el fin de diseñar 
estrategias eficaces de protección de los de-
rechos humanos y el respeto a la diversidad 
cultural; y, finalmente, la importancia de co-
municar e intercambiar experiencias, preferi-

3 Verdad, justicia, reparación integral.
4 La sistematización, entendida como mirada analítica en 

retrospectiva de un proceso propio, permite, entre otros: 
interpretar una experiencia de intervención social, ubicando 
aprendizajes de las estrategias y las acciones emprendi-
das, respecto de la evolución de los contextos; reformular 
rutas de acción y reacción para la experiencia y para otros 
procesos sistemáticos locales; y comunicar estas valoracio-
nes en otras latitudes, potenciando la construcción y coordi-
nación de agendas.
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blemente, en etapas que permitan actuar en 
prevención de eventuales daños.

Con este recuento crítico, CCAJAR preten-
de poner a disposición de las comunidades 
que padecen el impacto del desarrollo de las 
industrias extractivas y de las organizaciones 
que las acompañan jurídicamente en defen-
sa de sus derechos, bajo la perspectiva de la 
exigibilidad integral de los derechos huma-
nos, la solidaridad y el amor como motores 
de transformación de las difíciles condicio-
nes denunciadas, en búsqueda de escena-
rios en donde estén vigentes las garantías y 
los derechos para todo/as.

La explotación de carbón en la mina 
Cerrejón, Guajira

El departamento de la Guajira está ubi-
cado al norte de la costa continental de Co-
lombia.  Este territorio ha sido habitado por 
comunidades indígenas, afrocolombianas y 
campesinas, cuyas interrelaciones y cosmo-
visiones son el resultado de un acumulado 
milenario, que se desarrolla mucho antes del 
descubrimiento de los minerales a mediados 
del siglo XIX.

Debido a la crisis energética mundial en 
1973, empresas transnacionales dirigen sus 
ojos a esta región, donde las reservas de car-
bón ya eran probadas.  En particular, nos re-
ferimos a la empresa Exxon Petroleum Com-
pany, la cual crea, en 1974, la Internacional 

Colombia Resourses Corporation (Intercor), 
corporación que, en un proceso viciado y 
en complicidad con el gobierno, obtiene la 
licitación para la exploración y explotación 
de la mina del Cerrejón, no sin antes ser 
cuestionada en diversos escenarios como el 
Congreso, la academia y los medios de co-
municación, por su inconveniencia para el 
país y sus recursos naturales.

Esta es la primera etapa de un proceso en 
el que las comunidades advierten cómo el 
Estado orienta su accionar a favor de los in-
tereses empresariales multinacionales, y se 
ausenta cuando se trata de la protección de 
los derechos de las comunidades, poblado-
res y ciudadanos colombianos afectados por 
los impactos que generan las actividades de 
extracción de este proyecto minero.5

El inicio de las exploraciones, las obras de 
infraestructura para la explotación, como el 
puerto y el ferrocarril, así como la apertu-
ra de actividades del yacimiento, estuvieron 
ligadas a acciones que incluían el desplaza-
miento de lugares sagrados6, la contamina-
ción del medio ambiente, la expropiación 
de territorios, el cambio forzado de las vo-

5 Para ampliar la información sobre la historia de la mina y 
los impactos de ésta en las comunidades locales, véase: 
AAVV. (2008), Las huellas del Capital Transnacional en 
Colombia. Estudio de tres casos: Nestlé, Cerrejón LLC, BP. 
Observatorio Social de Empresas Transnacionales, Mega-
proyectos y Derechos Humanos, Bogotá, Cap. 3, 4 y 5. 

6 Cementerios y lugares ceremoniales. 
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caciones agrícolas del territorio, entre otros 
impactos.

La reconstrucción histórica permitió iden-
tificar que, en los albores de la intervención 
empresarial contra la comunidad de Tabaco, 
ocurrieron otras acciones de carácter ilegal, 
por parte de la compañía Intercor, como la 
expropiación violenta, las negociaciones 
fraudulentas, e incluso se identificó la res-
ponsabilidad del Cerrejón en el fomento 
de las discordias entre familias, eliminado 
cualquier posibilidad de resistencia y provo-
cando la desaparición silenciosa de pueblos, 
como Manantial, Espiral y Caracolí, y el des-
plazamiento de varias comunidades Wayuu.

Sin embargo, el caso de Tabaco es el pri-
mero en el que la dignidad de las comunida-
des se impone al afán voraz de las empresas.  
Tabaco fue fundado en la baja Guajira, una 
de las zonas más ricas en fuentes de agua, 
muy apreciadas en la región, pues sus suelos 
son eminentemente desérticos (ver mapa).  
Sus primeros habitantes, en su mayoría afro-
descendientes, huyeron de las guerras que 
se daban en la zona.  Tabaco limitaba con 
varias comunidades indígenas y campesinas; 
su economía se basaba en la producción y 
comercio de productos agrícolas con los po-
blados vecinos y las ciudades grandes, como 
Maicao; las familias que no tenían un solar 
para cultivar, eran aprovisionadas por las 
otras, bajo el principio de la solidaridad; te-
nían fiestas culturales, como la de “San Mar-

tín de Porras”; y desarrollaban actividades de 
pesca en el río, y caza, de vez en cuando.  
Su dieta alimenticia era rica en lácteos, ver-
duras y frutas, y con contenido de proteína.  
Contaban con servicios básicos, tenían cen-
tro de comunicaciones, escuela y servicio de 
energía.  Varios miembros de la población 
aseguran que para entonces se “vivía bien y 
feliz”.7

En la época en la que el manejo de la mina 
pasó de manos de Intercor a la triada Glen-
core8, BHP Billiton y Anglo American, ocu-
rrió el desalojo forzado de los habitantes de 
Tabaco, que estuvo –y continúa estándolo– 
enmarcado por la tensión: una comunidad 
que se resiste a su desaparición, por efectos 
del desplazamiento forzado y la presión es-
tatal9 y empresarial, para la explotación del 
territorio.

Desde entonces, se dieron las primeras 
acciones de tipo social y jurídico a nivel local.  
Se proyectaron más de un centenar de accio-
nes, agotando todas las vías de protección 
de los derechos de las comunidades; entre 
ellas se destacaron: denuncias penales, ac-
ciones populares, tutelas10, derechos de pe-

7 Op. cit.
8 Glencore vendió, posteriormente, sus acciones a la también 

empresa suiza Xstrata.
9 Se incluyen altos poderes del ejecutivo y servidores públi-

cos locales, civiles, policivos y militares.
10 La tutela es una acción de amparo de derechos fundamen-

tales que puede interponer cualquier ciudadano.



221

extracción minera, las 
omisiones del Estado, la 
falsedad y el fraude pro-
cesal, prevaricato y abu-
so de autoridad contra 
funcionarios estatales 
locales y nacionales.  Se 
incluyeron, además, ac-
ciones que buscaban la 
protección al derecho a 
la educación de niños y 
niñas de la comunidad, 
al territorio, a la salud, 
a la cultura, y al reco-
nocimiento jurídico de 
las comunidades (indí-
genas y afrocolombia-
nas).  La más importante 
de estas acciones fue 
la presentación de una 
demanda de tutela que 
buscaba la reubicación 
de Tabaco.  Un número 
muy reducido de estas 
acciones avanzaron por 
la vía judicial; sin em-
bargo, todas llegaron a 
un punto muerto que se 
justificaba desde el Esta-

do en la supuesta “falta de pruebas”.
A nivel social, se dieron otro sin núme-

ro de acciones relacionadas con la defensa 
del territorio, la vida y la dignidad, que iban 
desde negarse a vender sus casas y pre-

tición y acciones de reparación directa.  Los 
temas de estas acciones jurídicas cubrieron 
la denuncia de la destrucción de los caminos 
vecinales, la agresión al medio ambiente, los 
bienes y la salubridad pública, la afectación 
del espacio por las acciones directas de la 

Zonas Hídricas de la Guajira,  
respecto a la ubicación de la mina

Fuente: Catastro Minero Colombiano, Instituto Colombiano de Geología y Minería 
Ingeominas, en http://www.ingeominas.gov.co/content/view/656/358/. (20/10/2007)
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dios a los precios irrisorios que les ofrecie-
ron, hasta estrategias organizativas, como la 
fundación de la Junta de Acción Comunal, 
el Concejo Comunitario de Tabaco y el Co-
mité pro Reubicación; y estrategias de resis-
tencia para la reivindicación de su cultura y 
sus tradiciones espirituales, como la acción 
de recuperación de la escultura de su santo 
patrono, San Martín de Porras, que les fue 
usurpada de la iglesia.

La historia del CCAJAR como 
organización en defensa de los 
derechos humanos

El CCAJAR cuenta con una historia en la 
defensa de los derechos humanos, que ini-
ció en los años ‘80, en un contexto en el que 
predominaban las detenciones11 de líderes 
sociales, bajo la estrategia de defensa nacio-
nal, impulsada en la presidencia de Turbay.  
Por ello, el Colectivo centró sus acciones, 
específicamente, en la defensa de detenidos 
políticos, es decir, en la protección al de-
recho a la libertad personal.  Durante esta 
década, la represión estatal avanzó a pasos 
agigantados; a las detenciones arbitrarias, 
se suma la implementación de estrategias 
como: la desaparición forzada, las torturas, 
los asesinatos políticos y las masacres.  Por 
esta razón, el trabajo del Colectivo se amplió 
a la defensa de todo el conjunto de dere-
chos civiles y políticos.

A pesar de las supuestas garantías que 
ofrecía la Carta Política de 1991, el CCAJAR 
identificó un aumento desmesurado de ma-
sacres, desapariciones forzadas y ejecucio-
nes extrajudiciales que agudizaron el des-
plazamiento forzado.  Esta situación ubicó 
a Colombia en el segundo renglón del mun-
do en la lista de países con más personas 
desplazadas internamente.  El incremento 
de la violencia plantea la interrogante sobre 
las razones del despojo de tierras.  Aquí se 
advierte cómo uno de los motivos princi-
pales, con inusitada frecuencia, a la par de 
los procesos de reconcentración de la tierra, 
el desarrollo de megaproyectos de diversa 
índole y, especialmente, la extracción y ex-
plotación industrial de recursos naturales.  
Esta es la razón por la que se creó, al interior 
de la Corporación, en 1995, el área de los 
Derechos Económicos, Sociales, Culturales y 
Ambientales (DESC), desde una perspectiva 
más integral en la defensa de los derechos 
humanos.

En la actualidad, el CCAJAR apuesta por 
la construcción de redes y por el trabajo co-
lectivo; en esta dirección, ha promovido el 
fortalecimiento de plataformas de trabajo 
conjunto, como la Coordinación Colombia 
Europa Estados Unidos, la Plataforma Intera-
mericana de Derechos Humanos Democracia 
y Desarrollo y el Observatorio de Empresas 

11 Las estadísticas de la época afirman que se dieron alrede-
dor de 50.000 detenciones arbitrarias.
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Transnacionales, desde el cual se impulsa el 
Tribunal Permanente de los Pueblos.  Ade-
más, se integra a una red de defensa de los 
derechos humanos, la FIDH, así como a la ta-
rea de organización de las víctimas, a través 
del Movimiento de Víctimas de Crímenes de 
Estado.

A la par, desenvuelve y profundiza su vi-
sión de defensa integral de los derechos hu-
manos, con una visión de interdependencia 
e indivisibilidad.12, 13

La experiencia de acompañamiento

Primeros acercamientos
El Colectivo conoció la situación de las 

comunidades de Tabaco en 2003.  A partir 
de entonces, comenzó una relación con és-
tas y con los asesores jurídicos locales, para 
enterarse de la situación y realizar las prime-
ras valoraciones analíticas sobre la misma.  
La primera observación identificada por el 
CCAJAR fue la dificultad para el avance de 
cualquier acción judicial; es por ello que de 
entrada, se planteó a las comunidades que, 
además de insistir en la justiciabilidad14 de 
sus derechos económicos, sociales y cultura-
les, era necesario, de manera complementa-
ria, adelantar acciones de exigibilidad social, 
política y cultural.

Para construir esa estrategia de acción 
integral, el CCAJAR desarrolló una serie de 

trabajos de campo, para documentar lo su-
cedido; además, impulsó el trabajo de varios 
investigadores e investigadoras, que tuvie-
ron como objetivo reconstruir la memoria 
colectiva, a partir de talleres grupales y en-
trevistas individuales sobre los hechos y sus 
efectos.  De estos trabajos, se obtuvieron 
informes con censos poblacionales, docu-
mentación de los métodos arbitrarios im-
plementados por las empresas, durante los 
procesos de apropiación de los territorios, y 
se registraron las pérdidas generadas por el 
impacto de la actividad minera en este terri-
torio.

En estos acercamientos se evidenció un 
desconocimiento de la comunidad sobre 
sus derechos y los mecanismos para exigir-
los.  Por ello, las visitas de campo debieron 

12 Asumiendo que los derechos humanos civiles, políticos, 
económicos, sociales y culturales, son indivisibles e inter-
dependientes, y que la vieja escuela que los clasifica en 
generaciones impide alcanzar su potencial dignificante del 
ser humano en una comprensión integral.

13 Para profundizar sobre la historia del CCAJAR, su misión y 
sus objetivos, consultar: http://www.colectivodeabogados.
org/rubrique.php3?id_rubrique=1

14 Justiciabilidad entendida como “La posibilidad de exigir el 
cumplimiento de las obligaciones adquiridas por los Esta-
dos que han ratificado los tratados internacionales sobre la 
materia, ante tribunales judiciales nacionales y los organis-
mos internacionales”.  David Martínez Osorio y Alirio Uribe 
Muñoz (2004),  “Estrategia de exigibilidad jurídica de los de-
rechos económicos, sociales y culturales a nivel nacional”, 
en Para Exigir Nuestros Derechos. Manual de Exigibilidad 
en DESC, Plataforma Interamericana de Derechos Huma-
nos, Democracia y Desarrollo, Bogotá, p.123.
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encontrar, también, espacios para la forma-
ción en temas como los derechos humanos 
y, en particular, los derechos sociales, eco-
nómicos, culturales y ambientales; así como 
en herramientas jurídicas para su protección.  
Además, este proceso pedagógico debió in-
cluir talleres sobre la composición del Esta-
do y su funcionamiento.

De este proceso de formación, nació la 
importancia de sistematizar las necesidades 
y reivindicaciones de las comunidades.  Por 
esta razón, se promovió la elaboración de 
un pliego único de peticiones a la empre-
sa y al Estado, en el que se consignaron las 
necesidades de las comunidades, no sólo de 
Tabaco, sino de los poblados vecinos.

La formulación de planes de trabajo se 
realizó a partir de las experiencias locales y 
las del CCAJAR.  En el proceso pedagógico 
y de acompañamiento, se promovió la nece-
sidad de identificar las causas estructurales 
de la problemática, que permitirían la cons-
trucción de planes de trabajo en exigibilidad 
integral de los derechos, desde lo local a lo 
nacional e internacional, y con una perspec-
tiva interdisciplinaria.

Esta dinámica ha conducido a reformular 
permanentemente las acciones de resisten-
cia, para ponerlas acorde a los cambios de 
contexto, generados por las acciones de la 
empresa y el Estado; por ejemplo, cuando la 
empresa y el gobierno empezaron a utilizar 
estrategias de estigmatización de los líderes 

y pobladores, se generaron denuncias a to-
dos los niveles, desde el ámbito jurídico, y 
también a partir de campañas sociales, con 
el objetivo de invalidar esta práctica.  Por 
otra parte, ante la estrategia de la empresa 
de dividir a las comunidades locales, se ge-
neraron acciones de cohesión, a través de la 
elaboración conjunta de reivindicaciones y 
el desarrollo de talleres de educación popu-
lar, en los que se resaltaron las identidades 
culturales comunes, propiciando diálogos 
abiertos y el fomento de la confianza entre 
sus actores.

La elaboración de planes de trabajo incor-
poró la perspectiva nacional e internacional, 
además de las acciones de denuncia, de pre-
vención y de reparación, buscando descen-
tralizar la problemática de Tabaco.

Desarrollo de estrategias comunes

Alianzas para el fortalecimiento de 
estrategias
Con miras a fortalecer las estrategias, 

CCAJAR pensó en la necesidad de robuste-
cer el proceso de alianzas locales e interna-
cionales.  La primera alianza que buscó po-
tenciar estas estrategias, a nivel local, fue la 
del abogado que acompañó, desde el inicio, 
las acciones jurídicas de la comunidad de 
Tabaco, partiendo del reconocimiento de un 
camino recorrido.  La segunda alianza local 



225

que el CCAJAR aconsejó fortalecer a las co-
munidades, fue aquella con el sindicato de 
la empresa.  La experiencia en otros casos15   
mostraba que no debería existir una tensión 
entre las reivindicaciones de los trabajado-
res y las comunidades.  La tercera alianza 
que se promovió fue la de las comunida-
des de Tabaco con otras redes nacionales; 
por ejemplo, aquella que agrupa a las vícti-
mas de crímenes de Estado, MOVCE16, y las 
víctimas del desarrollo en torno al Tribunal 
Permanente de los Pueblos (TPP), sesión Co-
lombia.

A nivel internacional, se promovieron las 
alianzas con investigadores sociales, organi-
zaciones de derechos humanos, periodistas, 
profesionales, y con otras comunidades im-
pactadas también por el modelo de extrac-
ción de recursos no renovables.

Implementación de acciones jurídicas
Las primeras acciones jurídicas son las que 

se generan a corto plazo, en el ámbito nacio-
nal, y que se proponen poner en marcha los 
mecanismos jurídicos que intenten conjurar 
las acciones emprendidas por las empresas 
o por el Estado, dirigidas a revictimizar a las 
poblaciones o ahondar su problemática.  Las 
acciones proactivas se implementan en el 
corto o largo plazo, y se dirigen, en particu-
lar, al logro de las reivindicaciones y deman-
das focales de la comunidad.

Sin embargo, debido a la lentitud de los 

procesos y a la ineficacia respecto del fin de 
estos mecanismos jurídicos, a nivel nacional, 
se tuvo que recurrir a la jurisdicción interna-
cional.  Por esta razón, se buscó la posibili-
dad de que se adelantaran demandas contra 
estas empresas, en los países donde se en-
cuentran sus casas matrices, lo cual requirió 
de importantes esfuerzos técnicos, como la 
traducción de la documentación del caso y 
la búsqueda de redes en otras latitudes que 
compartan los principios de exigibilidad.

En la exploración internacional de ca-
minos de exigibilidad jurídica, en 2007, se 
acudió a los gobiernos de Australia, Suiza y 
el Reino Unido, para denunciar los hechos 
y para presentar quejas formales ante los 
puntos de contacto de la OCDE17, por vio-
laciones de las normas de comportamien-
to de las empresas multinacionales.  Como 
respuesta a esta gestión, las casas matrices 

15 Para esta apreciación sobre las posibilidades de trabajo 
conjunto entre las comunidades y los trabajadores sindi-
calizados, es necesario partir del supuesto que no sea un 
sindicato patronal. En el caso de Colombia, donde el sector 
sindical ha sido duramente golpeado con hechos de violen-
cia que van desde las amenazas, los asesinatos, la tortura, 
muchos de los sindicatos comprometidos con las luchas 
sociales han desaparecido, siendo sustituidos por otros 
que sólo protegen los intereses de la empresa a cambio de 
algunas prebendas. 

16 Por sus siglas: Movimiento de Víctimas de Crímenes de 
Estado.

17 Por sus siglas: Organización para la Cooperación y el De-
sarrollo Económico. Véase http://www.oecd.org
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y propietarias del Cerrejón convocaron en 
2008 a un panel internacional, para estable-
cer si las denuncias eran ciertas o no.  A pe-
sar de los temores de las comunidades de 
que siendo éste un mecanismo contratado 
por la empresa, no fuera imparcial, arrojó 
importantes resultados que respaldan los 
reclamos realizados históricamente, y que se 
convierten en una plataforma para que las 
empresas, finalmente, aborden acciones que 
solucionen los problemas generados a estas 
comunidades, pasando por una reubicación 
y el resarcimiento de todos los daños cau-
sados.

Incidencia política nacional e 
internacional
Informar y sensibilizar a la población, para 

motivar la acción, sería, en resumen, la esen-
cia de las estrategias de incidencia, que se 
han adelantado de manera coordinada con 
las comunidades locales.  Con el fin de po-
ner la problemática en conocimiento de la 
opinión pública nacional e internacional, se 
concentraron gran cantidad de esfuerzos en 
difundir la documentación del caso, a través 
de videos, artículos de análisis e investiga-
ciones.18

Con estas acciones se pretende, en el ám-
bito nacional, prevenir y alertar a otras co-
munidades con alto riesgo de sufrir los mis-
mos efectos; entre ellas, las comunidades 
Bari, en el departamento del Norte de San-

tander.  Así mismo, se pretende, en el ámbi-
to nacional, motivar controles por parte de 
diferentes grupos sociales y de las entidades 
estatales correspondientes.

En el ámbito internacional, aprovechan-
do la necesidad que tienen las empresas de 
aumentar el precio del mineral por su pro-
ducción “limpia”, se realizaron campañas 
informativas sobre los daños ocasionados 
por dichas empresas, utilizando diversos es-
cenarios en Colombia, como la conmemora-
ción del desalojo forzado de Tabaco, que se 
ha convertido en una tribuna de denuncia 
ante delegaciones de diversos países.  Otra 
campaña fue la presentación del caso en la 
audiencia minera, en el marco del Tribunal 
Permanente de los Pueblos Sesión Colombia.  
Estas campañas informativas se han adelan-
tado ante las representaciones diplomáticas 
de las casas matrices de las empresas.

Por otro lado, también se desarrollaron 
giras internacionales, a Europa y Estados 
Unidos, de delegados de la comunidad.  Este 
trabajo contribuyó, de manera contundente, 
a que la estrategia de exigibilidad jurídica in-
ternacional, en particular la relacionada con 

18 Tal como lo hizo con el Observatorio Social de las Empre-
sas Transnacionales Megaproyectos y Derechos Humanos, 
que realizó un estudio sobre los impactos de las empresas 
transnacionales, a partir de tres casos:  Nestlé, la BP y 
el Cerrejón. Ver:  Las huellas del capital transnacional en 
Colombia;  Bajo un manto de Carbón; y Cerrrejón despojo a 
cielo abierto. 
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la denuncia ante la OCDE, avanzara en favor 
de las comunidades.

Identificación de dificultades
La dificultad principal para el desarrollo 

de los planes de trabajo, en especial, aque-
llos referidos a la exigibilidad jurídica, se re-
laciona, como se evidencia en los apartados 
anteriores, con la invisibilización de la políti-
ca de Estado, en cuanto a sus acciones para 
proteger al capital privado de las empresas, 
en detrimento de la defensa de los derechos 
de las comunidades locales.

En el desarrollo de las acciones jurídicas 
interpuestas, en principio, por los asesores 
legales de la comunidad, como aquellas 
producto del acompañamiento del CCAJAR, 
se evidenció que todas las instituciones del 
Estado incumplieron en su función primaria 
de protección: falló la Fiscalía, fallaron los 
organismos estatales que tienen como man-
dato la protección de los derechos, fallaron 
los magistrados de las altas cortes, fallaron 
los ministros que tenían más compromisos 
con la empresa privada e, incluso, fallaron 
varias cabezas de Estado que entregaron los 
recursos no renovables del país a los intere-
ses foráneos; es decir, en el caso particular 
de Tabaco, fallaron todas las ramas del Es-
tado: el ejecutivo, el legislativo y el judicial.  
Esta falla sistemática del Estado, alimentada 
por la empresa, ha deteriorado, y con razón, 
de manera considerable, las esperanzas de 

la comunidad de acceder por vías jurídicas 
al disfrute integral de sus derechos.  Por ello, 
algunos sectores terminaron por ceder a las 
presiones de la empresa.

Esta situación, fruto del debilitamiento 
del Estado de Derecho, obligó a concentrar 
temporalmente los esfuerzos en otras accio-
nes que han generado mayores resultados, 
como la incidencia y la jurisdicción interna-
cional, sin que ello signifique renunciar a los 
derechos de las comunidades, de obtener 
del Estado una reparación integral por los 
daños generados.

Otra de las dificultades que ha tenido que 
enfrentar la comunidad, y que termina por 
incidir en el normal desarrollo de sus estra-
tegias, es la creación de formas organizativas 
paralelas, como la Red Tabaco de Desarrollo 
Endógeno, a la que la empresa induce a for-
mar parte, a través de tácticas poco éticas 
que conducen al debilitamiento organizati-
vo autónomo de la comunidad.

Existe el ofrecimiento de créditos basados 
en el aprovechamiento de las dificultades 
económicas de la gente y que, además, im-
ponen como requisito para la obtención de 
un préstamo, llevar a uno de los miembros 
de la comunidad en resistencia; así lo evi-
dencian los siguientes argumentos expues-
tos a los pobladores: “Usted acepta el crédito, 
forma parte de la Red Tabaco Endógeno, no 
se preocupe, que si sale algún beneficio por 
parte del Comité pro Reubicación de Taba-
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co, igual lo va a beneficiar a usted”; o: “usted 
busque a alguien que haya vivido en Tabaco, 
se asocia con él y hace que le firme aquí, y así 
le apoyamos con el proyecto productivo”.

Análisis de los actores

Empresa
Las decisiones de las empresas sobre el 

aumento indiscriminado de la producción y, 
en consecuencia, la ampliación del tajo, es-
tuvieron marcadas por el afán de aprovechar 
la oportunidad de un acelerado ascenso del 
precio internacional y demanda del produc-
to, es decir, el principio de ganar más, en el 
menor tiempo posible, al menor costo.  Sin 
embargo, esta estrategia, en algunos casos, 
cambió por la apuesta de las empresas por 
un mejor precio, al vender el producto como 
un “carbón verde”.  Por tanto, las empresas 
transnacionales tomaron sus decisiones de 
acuerdo a los modelos de extracción domi-
nantes.

La concepción de Responsabilidad Social 
Empresarial –o las denominaciones que se 
le asignen a este proceso–, con la auto re-
gulación como elemento central, no es su-
ficiente para combatir los efectos nocivos 
en los derechos humanos de comunidades 
y organizaciones en que inciden las activi-
dades empresariales.  Por el contrario, en el 
contexto jurídico actual de “normas blan-

das”, sin ningún tipo de efecto vinculante 
real de responsabilidad, suele convertirse en 
distractor, en relación a los problemas reales 
de las comunidades, atizando los conflictos 
al interior de éstas y haciendo que la ética 
empresarial también se convierta en un pro-
ducto de marketing, que incluso ha dado 
valor agregado a los productos, sin que ello 
signifique reales cambios en las prácticas 
empresariales.

Estado
Las políticas de acción y omisión del Es-

tado han sido determinadas para responder 
a las necesidades de las empresas multina-
cionales que operan la mina, por encima de 
la protección de los derechos de los ciuda-
danos y las ciudadanas que habitan estas 
regiones; es decir, el Estado ha desaparecido 
en su función social y de derecho.  Las accio-
nes jurídicas del Estado, en el caso particular 
de Tabaco, carecen del sentido primario de 
proteger los derechos.  La sumatoria de estas 
acciones contribuye a demostrar la ineficacia 
del aparato de justicia y de otras instancias 
estatales, a las que corresponde proteger y 
garantizar los derechos de la población.

Es evidente, entonces, la tendencia a des-
aparecer el rol del Estado de Derecho en los 
territorios con presencia de empresas de 
gran poder económico y político.  La efec-
tividad de la función de regulación legal, de 
relaciones entre individuos (naturales o jurí-
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dicos), así como de garantía de protección y 
respeto de los derechos humanos, se diluye 
en la balanza de poder empresa – ciudada-
nos, para situarse, por lo general, del lado de 
la primera.  Esta situación se evidencia con 
la agudización de las diferencias sociales, y 
la garantía del disfrute y protección de de-
rechos, conforme sujetos de derecho, según 
el grado de simpatía de la empresa hacia és-
tos.19

Comunidades
Para llegar a las metas propuestas por las 

comunidades, es necesario planear y eje-
cutar estrategias integrales de exigibilidad 
jurídica, política, social y cultural.  La digni-
dad de las comunidades ha sido el motor 
fundamental para que el proceso arbitrario 
de Tabaco se convierta en lección aprendi-
da para las comunidades circundantes, pues 
hasta ahora ha contribuido a cerrar el ciclo 
de desalojos forzados que proliferaron en la 
zona.

Asesores jurídicos o acompañantes
El asesor jurídico ha tenido como tareas: 

facilitar y promover espacios de encuentro 
y concertación entre las comunidades; pre-
sentar aliados estratégicos; asesorar, a partir 
de su experiencia, sobre los alcances de las 
actividades planteadas; construir, de mane-
ra concertada, las acciones de exigibilidad; 
facilitar la construcción de agendas comu-
nes con otras redes y comunidades; integrar 

la experiencia a otros procesos que tengan 
identidades comunes, siempre teniendo 
presente su rol para la asesoría, y evitando 
suplantar o desconocer a la comunidad en 
la toma de decisiones y en la elaboración de 
iniciativas.

Estrategias para afrontar las 
dificultades

¿Cómo lograr que la estrategia 
jurídica contribuya al fortalecimiento 
organizativo de las comunidades que 
resisten y exigen sus derechos?
Con el fin de que la estrategia jurídica for-

talezca el proceso organizativo, es necesario 
que ésta acompañe otras estrategias de exi-
gibilidad, pues por sí sola, no logrará nin-
gún efecto.  En este sentido, las estrategias 
deben reconocer y potenciar las cosmovi-
siones locales, el conocimiento ancestral, 
las dinámicas culturales, así como el camino 
recorrido en la exigencia de sus derechos; 
contribuir a separar claramente aquellas res-
ponsabilidades que le competen al Estado y 
aquellas que son de las empresas, y en ese 
sentido, enfatizar en la diferencia existente 
entre las acciones que debe realizar el Esta-

19 Por ejemplo, la instalación en los sistemas de enclave de 
ciudadelas con “instituciones” que proporcionan: habitación, 
educación, salud, alimentación, recreación, movilidad aé-
rea, etc., a los “ciudadanos” aceptados dentro de ella.
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do, en su deber de garante y protector de 
los derechos humanos; y la compensación 
e indemnización por los daños ocasionados 
por él mismo y/o por otros actores con su 
aquiescencia o permisividad.  Finalmente, 
deben evitarse generar dependencias o fal-
sas expectativas y se deben sumar otro tipo 
de acciones de exigibilidad, en particular, en 
temas sociales, políticos o culturales.

¿Cómo detectar los momentos 
oportunos y las circunstancias ante las 
cuales actuar jurídicamente?
Este proceso de sistematización deve-

ló que en escenarios de precariedad insti-
tucional y/o debilidad del Estado social de 
derecho, las acciones jurídicas devienen en 
insuficientes y, en algunos casos, en ino-
cuas, perdiéndose su objetivo fundamental 
de obtener justicia, verdad o reparación.  No 
obstante, las acciones jurídicas interpuestas 
contribuyeron, además, a documentar la his-
toria, revelar la limitación de lo meramente 
jurídico y la necesidad de generar acciones 
integrales de exigibilidad.

A pesar de las deficiencias del Estado, que 
en la mayoría de las acciones jurídicas pre-
sentadas impidieron que éstas prosperaran, 
consideramos que dichas acciones deben 
continuar, pues contribuyen a documentar y 
sistematizar las situaciones de injusticia, de-
velan la importancia de desarrollar, de ma-
nera integral, los procesos de exigibilidad, y 

contribuyen al fortalecimiento de la inciden-
cia política, social y cultural.  Posiblemente, 
las condiciones serían peores de no haber-
se desarrollado esta exigibilidad jurídica; 
por ello, además de continuar con las otras 
acciones que fortalecen los procesos de in-
cidencia social, política y cultural, se debe 
insistir en la reactivación de estas acciones 
jurídicas con el seguimiento de los casos, el 
aporte de documentación de respaldo a las 
acciones locales y, sobre todo, acelerando 
las acciones que busquen la reparación in-
tegral.

Ante el desgaste de los procesos locales, 
fue necesario internacionalizar las vías judi-
ciales, por ejemplo, buscando el avance de 
demandas en el exterior.  Éste fue un traba-
jo complejo, pues la visión de los abogados 
acompañantes directos de las comunidades 
y la de sus colegas en países del Norte, suele 
ser muy diferente en cuanto a la importancia 
de construir las estrategias en conjunto con 
las comunidades, el entendimiento de éstas 
sobre sus expectativas de verdad, justicia y 
reparación integral, así como la necesidad 
de construir agendas de exigibilidad social 
y política, en apoyo a los procesos jurídicos.  
Además, se reconoce en las demandas in-
ternacionales una gran limitación en cuanto 
a medidas de reparación integral, pues se 
quedan en la dimensión meramente com-
pensatoria.



231

¿Cómo evitar que las acciones 
jurídicas se conviertan en factor de 
desmovilización?
Es importante tener en cuenta la necesi-

dad de complementar la estrategia jurídica 
con el accionar social, político y cultural, para 
que en una dinámica armónica puedan pro-
mover la evolución del derecho y la interpre-
tación jurídica en los diferentes países.

Las comunidades deben ser informadas 
con precisión sobre los alcances y posibili-
dades de esta estrategia, en particular.  Son 
ellas las que determinarán hasta dónde 
quieren llegar y cuáles son los indicadores 
de éxito.

Se ha visto que las instancias judiciales, 
ya sean de carácter nacional o internacional, 
son más efectivas cuando existe una pre-
sión, a través de campañas y acciones de in-
formación, que deben ser lideradas por las 
mismas comunidades, con el apoyo de las 
organizaciones que las acompañan.

¿Cómo fortalecer la lucha contra 
la impunidad, en contextos de 
precariedad jurídica institucional?
El análisis permanente del contexto en el 

que se dieron las violaciones, evidenció no 
sólo una precariedad jurídica institucional, 
sino también política y empresarial, en ge-
neral; todas ellas, de una u otra manera, re-
lacionadas con actos de corrupción.

La ejecución de los caminos jurídicos, a 
través de acciones y procesos, no convierte 
en exitosa una estrategia.  Es necesario iden-
tificar, documentar y comunicar los modelos 
y mecanismos de impunidad.

Es necesario contar con un inventario de 
daños en los niveles individuales y colecti-
vos, como un paso fundamental en la pro-
puesta de medidas de reparación, así como 
para determinar las responsabilidades que 
le competen a la empresa y al Estado, según 
sea el caso.  Este inventario debe tener en 
cuenta los daños materiales e inmateriales.

La reparación y la compensación de los 
daños materiales y morales, en los proyectos 
de vida a nivel individual y colectivo, deben 
incluir medidas de reparación política; es 
decir, proponer medidas de carácter nacio-
nal que permitan que estas situaciones de 
vulnerabilidad no se repitan.

Aprendizajes y recomendaciones

Un proceso de acompañamiento a la exi-
gibilidad jurídica presupone un respeto por 
la comunidad, sus valores y su cosmovisión.  
El acompañamiento deber ser un compo-
nente permanente y debe comprender va-
rias etapas:

a) Conocimiento de la situación.
b) Documentación de los hechos y los 

daños ocasionados.
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c) Promoción de la construcción de estra-
tegias de exigibilidad, desde la acción 
jurídica, política, social y cultural, te-
niendo en cuenta que se debe respon-
der a los cambios continuos de contex-
to.

d) Promoción de alianzas estratégicas.
e) Construcción de mecanismos e indica-

dores de evaluación permanente, que 
ayuden a identificar los momentos de 
acción, los avances y retrocesos, para 
potenciar las acciones efectivas y des-
cartar aquellas que no sean favorables 
para la comunidad.

Es importante que la documentación de 
daños supere la dimensión material, profun-
dizando en los mecanismos para el reconoci-
miento de los daños inmateriales individua-
les y colectivos, como son, por ejemplo, los 
daños a nivel emocional, en el tejido social, 
los planes de vida, los impactos en la cultura 
y en las relaciones sociales, la generación de 
desconfianzas, cambios de referentes, etc.20

La evaluación y documentación conjunta 
de estos daños contribuye al reconocimien-
to colectivo del impacto, así como a la cuali-
ficación de la exigencia de las reivindicacio-
nes sociales, en el proceso de reparación in-
tegral.  Una fórmula para adelantar este tipo 
de inventarios consiste en facilitar procesos 
de memoria y pedagogía popular, a través 
de talleres conversatorios, entrevistas y con-
memoraciones.

Es importante, también, reconocer el pa-
pel transformador y positivo de los meca-
nismos para la defensa de los derechos, que 
permiten avanzar en la garantía de que los 
atropellos nunca se vuelvan a repetir.  La ge-
neración de precedentes favorables a las co-
munidades, en el reclamo de sus derechos, 
parece ser uno de los temores de las em-
presas, ya que en un mundo global, podría 
generar una cadena de resistencias contra 
hegemónicas.

Los análisis permanentes de coyuntura 
nacional, regional y local, el monitoreo a 
normativas y políticas públicas que afecten 
o tengan algún tipo de incidencia en el caso, 
así como el análisis de las respuestas em-
presariales a las exigencias sociales, pueden 
contribuir a la eficacia de la acción en defen-
sa de los derechos.

Es perentorio trasladar a las comunida-
des y sectores afectados, la reflexión sobre 
las formas de actuación de las empresas y la 
sistematización de los mecanismos regular-
mente usados por éstas: la desarticulación 
social, a través de la cooptación y/o estig-
matización de líderes, la creación de organi-
zaciones paralelas, la cancelación de medios 

20 Para profundizar el tema de daños psicosociales, véase: 
Colección de Cartillas Voces de Memoria y Dignidad, Grupo 
de Trabajo pro Reparación Integral, Bogotá, 2006.  En par-
ticular, la cartilla Aspectos psicosociales de la Reparación 
Integral, y Dimensión Colectiva de la Reparación Integral, 
Grupo de Trabajo pro Reparación Integral, Bogotá, 2008.
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de supervivencia, la generación de depen-
dencias, el aprovechamiento de la desespe-
ranza que genera impunidad y el desgaste 
de las comunidades en la búsqueda de la 
justicia.  Así mismo, enfocar la atención so-
bre los hechos que motivan a las acciones de 
las empresas –precio del producto en explo-
tación, certificaciones ISO, demandas– per-
mitiría considerar nuevos elementos en las 
estrategias de defensa de los derechos.

Es necesario fomentar el cruce o inter-
cambio de procesos de sistematización, para 
reconocer las pautas comunes respecto de 
la acción u omisión de las empresas y los 
Estados.  Este conocimiento fortalece las or-
ganizaciones y los procesos de resistencia, 
pues permite crear potenciales escenarios 
de prevención en la violación de derechos y 
la implementación de propuestas conjuntas 
de exigibilidad integral de protección.

Es fundamental avanzar con los procesos 
de evaluación y redireccionamiento periódi-
co de las estrategias de exigibilidad jurídi-
ca; generar escenarios de acción proactiva 
conjunta con las comunidades locales, en 
relación con las posibilidades que brindan 
las conclusiones del panel internacional; de-
sarrollar acciones jurídicas en el ámbito na-
cional, orientadas a la reparación integral de 
las comunidades afectadas; explorar y utili-
zar escenarios jurídicos internacionales, para 
el reclamo de los derechos violentados a las 
comunidades; y potenciar el trabajo de sen-

sibilización para la acción a nivel nacional e 
internacional.

La sistematización –sin prevenciones o 
ánimos eficientistas– pone, al desnudo, for-
talezas, dificultades y maneras de reaccionar 
del movimiento social.  Por ello, es necesario 
contribuir al fortalecimiento de las organiza-
ciones sociales, en sintonía con su cosmovi-
sión, autonomía y costumbres, garantizando 
que los procesos de sistematización alimen-
ten los procesos organizativos, y reconocer 
el tejido que las comunidades y organizacio-
nes están construyendo desde antes para la 
comunicación de sus vivencias.  Es impor-
tante facilitar estos espacios, en la promo-
ción y generación de redes de solidaridad y 
confianza, que permitan a las comunidades 
determinar los criterios y elegir los aliados 
para el intercambio de información.

En relación a los procesos de sistematiza-
ción, escoger una experiencia social presu-
pone valorar su pertinencia como caso em-
blemático respecto de otros.  A partir de esa 
elección, se puede proceder a delimitar los 
puntos más relevantes de análisis, con base 
en la formulación de los objetivos y de las 
preguntas críticas.

Si la experiencia a sistematizar recién em-
pieza, sería aconsejable generar, desde el 
principio, matrices genéricas en las que se 
relacione rigurosamente la información en el 
día a día –acciones y primeras valoraciones–.  
Este procedimiento facilitará considerable-
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mente el proceso de reconstrucción de la 
experiencia, ya que en los pequeños detalles 
pueden encontrarse importantes mensajes, 
aprendizajes y esfuerzos no valorados.  En 
el caso de aquellas experiencias sociales que 
ya tienen un camino recorrido, es necesario 
acopiar, organizar e inventariar lo más minu-
ciosamente posible, la información referente 
al caso, intercambiando la documentación 
con las comunidades acompañadas, evitan-
do vacíos de información.

Asimismo, la reconstrucción de la expe-
riencia debe realizarse con las comunidades 
que forman parte de la misma, ya que la his-
toria contada a varias voces evita pasar por 
alto informaciones o valoraciones relevantes 
en la sistematización.

Para el proceso de interpretación, es útil 
formular una metodología participativa, que 
permita analizar los hechos históricos que 
incidieron en la experiencia, interpretar las 
estrategias o prácticas propias y las de otros 
actores, y valorar las dificultades y los apren-
dizajes, para finalmente llegar a un punto 
donde se pueden reafirmar o reformular las 
rutas de acción.
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